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Esto provoca una interrupción en la percepción 
de la prestación que venían percibiendo, y que 
constituye, en la mayoría de los casos, su único 
ingreso económico.

Por eso, el Defensor del Pueblo Andaluz ha iniciado 
una actuación de oficio ante la Consejería de 
Igualdad y Políticas Sociales, para que nos informe 
sobre los siguientes extremos:

·  Datos en la identificación de la persona beneficiaria 
como interna en prisión.

· Metodología o gestiones singulares que se 
desplieguen en caso de afectar la tramitación de 
la prestación a un beneficiario en prisión.

· Descripción de las gestiones a los efectos de 
la continuidad en la percepción de la prestación 
cuando el traslado del interno se produce dentro 
de la Comunidad Autónoma Andaluza (traslado de 
expedientes de una Delegación a otra, tiempos 
medios en la reanudación de la prestación, etc.).

· Descripción de las gestiones a los efectos de 
la continuidad en la percepción de la prestación 
cuando el traslado del interno se produce entre 
distintas Comunidades Autónomas.

¿Se avanza en 
la realización 
del derecho de 
las personas 
dependientes 
moderadas?

C omo era previsible, tan pronto como pasó el 
verano de 2015, las personas ya reconocidas 
como dependientes moderadas o que obtuvieron 

dicho grado una vez instada su solicitud, comenzaron a 
inquietarse por el hecho de que su situación no obtuviera 
reflejo en el disfrute de alguna prestación del Sistema.

Esta inquietud fue trasladada a esta Institución en forma 
de escritos que reproducían el hecho de que, a pesar de 
tener reconocida una dependencia moderada (Grado 
I), no disfrutaban en cambio de ningún recurso, al no 
haberse iniciado actuaciones administrativas al respecto, 
a pesar de haberlas instado de los servicios sociales de 
sus respectivas localidades de residencia.

Las mismas peticiones iniciales se han venido 
reproduciendo durante 2016 y han llegado hasta 2017.

Esta Defensoría ha venido admitiendo a trámite las 
diferentes quejas individuales presentadas por las 
personas afectadas por esta circunstancia, acordando 
solicitar informe a los servicios sociales comunitarios de 
los Ayuntamientos del domicilio de la persona valorada 
como dependiente moderada, en la medida en que 
la actuación oportuna es la de elaborar los trámites 
de la propuesta de recurso, es decir, del programa 
individualizado de atención.

Si inicialmente era una evidencia que la tramitación 
del procedimiento de PIA de los y las dependientes 

El acceso al Sistema de la 
Dependencia de las personas 
reconocidas en situación 
de dependencia moderada, 
debió permitirse a partir 
del 1 de julio de 2015



  Resumen Informe Anual dPA 2017  Atender las quejas  5150  Atender las quejas  Resumen Informe Anual dPA 2017  

moderados reconocidos 
no iba a ponerse en 
marcha a corto plazo, 
aludiendo a razones como 
la indeterminación de los 
recursos del catálogo de 
que pudieran beneficiarse, 
más tarde se vislumbró el 
comienzo de respuesta 
para ciertos colectivos de 
dependientes moderados 
(menores y personas con 
enfermedad mental).

La administración autonómica reconoció 
abiertamente que aunque estaba en su intención 
hacer efectivo el derecho de las personas 
dependientes moderadas, tampoco en este caso 
la respuesta iba a ofrecerse en el plazo legal, de 
manera que se iría efectuando su incorporación 
al Sistema de una forma progresiva, y, en todo 
caso, subordinada a la prioridad que entiende 
corresponde a los dependientes valorados con 
mayor grado, particularmente a los grandes 
dependientes.

A la fecha de la efectividad legal conforme al 
calendario de aplicación progresiva de la ley, 1 
de julio de 2015, existía una bolsa de casi cien mil 
personas con dependencia moderada reconocida 
y sin prestación asignada.

Decía la Agencia que la dificultad de partida estribaba 
precisamente en que esta cifra global acumulada 

de dependientes moderados ya reconocidos como 
tales, debía incorporarse al Sistema de Autonomía 
y Atención a la Dependencia al mismo tiempo, de 
manera que la respuesta administrativa debía 
hacerlo de forma gradual y progresiva, pero añadía, 
además, que este proceso necesariamente había 
de verse afectado por “la atención preferente 
que requieren las personas reconocidas con gran 
dependencia que está prevista en la propia Ley 
39/2006, de 14 de diciembre”.

Durante el año 2017, algunos de las personas 
dependientes moderadas que reclamaban un 
recurso aún provenían del colectivo reconocido 
en el año 2014, por lo que la actuación de esta 
Defensoría hubo de culminar en el dictado de la 
correspondiente Recomendación, en cuya virtud, 
además de recordar el deber legal de cumplimiento 
de la normativa y del calendario de incorporación 
al Sistema previsto en la Ley 39/2006, instamos a 
las diferentes Delegaciones Territoriales a impulsar 
el procedimiento y reconocer el recurso oportuno.

Las dificultades, sin embargo, no se ciñen 
únicamente a dar salida, permitiendo su 
incorporación al Sistema, a los dependientes 
moderados, por así decir, acumulados sin 
recurso hasta el 1 de julio de 2015, sino que 
va engrosando la lista el grupo de personas 
solicitantes reconocidas como dependientes 
moderadas a partir de esa fecha, es decir, una vez 
que ya estuvo en vigor la efectividad del calendario 
para este grado.

“ 
Existía 

una bolsa de 
casi cien mil 
personas con 
dependencia 
moderada 
reconocida y 
sin prestación 
asignadas”

Exclusión 
financiera. Cuando 
los pueblos no son 
lugar para bancos L a exclusión financiera es 

un nuevo término que ha 
venido a dar nombre a la 

situación que sufre la población 
que reside en municipios 
rurales y dispersos a causa 
del cierre de oficinas bancarias.

Según los datos que hemos 
recabado, aunque España sigue 
teniendo la mayor densidad de sucursales por habitante 
dentro de la Unión Europea, lo cierto es que el ajuste 
de oficinas ha dejado a más de un millón de personas 
sin oficina bancaria en su localidad.  

Las presiones para el cierre de oficinas vienen de la 
mano de exigencias de los organismos supervisores en 
torno a la rentabilidad de la banca, centrándose en la 
reducción de costes que supone el cierre de oficinas y 
despido de empleados.

Por otra parte, el cambio en los hábitos de la clientela, 
cada vez mayoritariamente más proclive a la contratación 
por canales de comunicación digital, favorece y justifica 
las medidas de cierre de oficina.

Sin embargo existe un porcentaje importante de la 
población que reside en localidades pequeñas que, 
por su edad o por otras razones, carece de una mínima 
cultura digital y el acceso a los medios electrónicos les 
resulta complicado y, a veces, imposible. Estas personas 

“ 
El ajuste de 

oficinas ha 
dejado a más 
de un millón 
de personas 
sin oficina 
bancaria en 
su localidad”
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